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Providencia:

Sentencia de 22 de mayo de 2019

Radicación Nro.
66001-31-05-003-2017-00399-01

Proceso:

Ordinario Laboral

Demandante:

Ana Yolanda Herrera Ibarra  

Demandados:

Comfamiliar Risaralda

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Cuarto Laboral del Circuito

TEMAS:
CONTRATO DE TRABAJO / PRINCIPIO DE PRIMACÍA DE LA REALIDAD / SUBORDINACIÓN / FORMA DE DETERMINAR SU EXISTENCIA / INSTRUCTORA DE COMFAMILIAR.
Desarrollada en el literal b) del artículo 23 del C.S.T. como la facultad que durante toda la vigencia de la relación, tiene el empleador para exigir al trabajador el cumplimiento de órdenes, en cualquier momento, en cuanto al modo, tiempo o cantidad de trabajo, e imponerle reglamentos; la existencia de la subordinación jurídica, propia del contrato de trabajo puede y debe determinarse, en cada caso concreto, resolviendo, entre otros, interrogantes tales como:

a.
¿Está obligado el contratista a acatar en todo momento las órdenes del contratante?

b.
¿Es el contratante quien determina el modo en que debe cumplir la labor el contratista?

c.
¿De manera unilateral el contratante determina las jornadas en que debe cumplirse el objeto del contrato?

d.
¿Puede el contratante exigir una determinada productividad por parte del contratista?

e.
¿El contratista está en obligación de acatar los reglamentos que diseñe el contratante?

f.
¿Tiene el contratante potestad disciplinaria que le permita imponer sanciones al contratista?

El análisis en conjunto de éstos o similares cuestionamientos permitirá evidenciar el mayor o menor grado de autonomía de que disponga el prestador del servicio personal para desarrollar la labor y con ello la existencia o inexistencia del vínculo laboral. (…)
… en virtud al principio de la primacía de la realidad, es claro que el servicio no se prestó durante el año completo y, entendiendo que no varió de modo alguno la mecánica en que venía desarrollándose la relación laboral entre las partes, antes de mutar la forma de contratación, debe concluirse entonces que tampoco lo hizo la forma en que venía presentándose la misma, es decir a través de contratos a término fijo desarrollados entre el 10 de enero y 10 de diciembre de cada anualidad.

Finalmente, en lo que respecta a la buena fe a la que apela Comfamiliar para ser exonerada de la sanción moratoria, soportada en el hecho de que por casi dos décadas el conformismo de la demandante legitimó su actuación, es del caso precisar que el que la demandante prestara su servicio sin ningún reparo o reproche no justifica el hecho de que, sin que mediara razón objetiva, modificara la forma de contratar a las instructoras, cuando ningún cambio estructural se presentó en la forma de ofertar y ofrecer los cursos y programas a los afiliados y beneficiarios de la Caja de Compensación Familiar.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUENOS DÍAS

Hoy, veintidós de mayo de dos mil diecinueve, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por Ana Yolanda Herrera Ibarra y Comfamiliar Risaralda en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 9 de octubre de 2018, dentro del proceso que entre las mismas partes se adelanta en ese despacho Judicial, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2017-00399-01. 

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Ana Yolanda Herrera Ibarra que la justicia laboral declare que entre ella y la Caja de Compensación Familiar de Risaralda existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 31 de enero de 1996 y el 31 de agosto de  2015 y con base en ello aspira que se le cancelen, debidamente indexadas, las prestaciones sociales, vacaciones, la indemnización por despido sin justa causa, las sanciones moratorias de los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y 65 del C.S.T., la indemnización por daños morales, la pensión sanción y las costas procesales a su favor.
De manera subsidiaria reclama el pago de los aportes a seguridad social en pensión entre el 30 de enero de 1996 y el 31 de agosto de 2015  y los meses que presenten ausencia en las cotizaciones entre el 6 de febrero de 1979 y el 16 de diciembre de 1995.

Refiere que: Prestó sus servicios a favor de la entidad accionada a partir del 6 de febrero de 1979 hasta el 31 de agosto de 2015, en el área de capacitación realizando cursos de manualidades tales como lencería, cortinas, ropa de bebe, etc.; esa actividad es una de aquellas que se cataloga como misional al hacer parte de los programas sociales de la Caja de Compensación, al punto que la inversión para el año 2015 fue de $5.725.891.710 con un total de 15469 usuarios.

Informa que durante el periodo comprendido entre el 6 febrero de 1979 y el 16 de diciembre de 1995, fue vinculada a la Caja de Compensación Familiar a través de contratos a término fijo inferior a un año, siendo vinculada a partir de enero de 1995 y hasta el 31 de agosto de 2015 mediante contrato verbal, percibiendo como remuneración mensual una suma proporcional al número de cursos que le fueran asignados, pero generalmente era equivalente al mínimo legal mensual vigente; que siempre estuvo prestando lo servicios bajo la continuada dependencia y subordinación de la demandada, quien le imponía los horarios, número de cursos, instalaciones en la que debían prestar el servicio e intensidad horaria.
Refiere que durante el periodo que prestó sus servicios a Comfamiliar, los aportes fueron hechos de manera intermitente, impidiendo con ello que pudiera acceder a la pensión de vejez, quedando incluso insolutas las prestaciones y acreencias laborales a que tiene derecho en virtud del principio de la primacía de la realidad, así como las indemnizaciones moratorias por no pago de las primeras y por no consignación de las cesantías y la sanción por despido injusto ya que a partir del año 2015, no le fueron asignados cursos.
Al dar respuesta a la demanda –fls.112 a 123- la Caja de Compensación Familiar de Risaralda manifestó que inicialmente la actora se vinculó a la entidad a través de contratos a término fijo siendo el último en suscribirse el que corrió entre el 20 de enero de 1995 y el 16 de diciembre de igual año; que estás vinculaciones fueron terminadas en debida forma y liquidadas correctamente.

Refiere que a partir del año 2007 y hasta diciembre de 2014 fue vinculada a través de contratos de prestación de servicios, los cuales tenían un término de duración igual al tiempo que duraba cada capacitación, es decir, los servicios no eran continuos y no fueron prestados bajo subordinación de Comfamiliar Risaralda. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Falta de causa para demandar”, “Cobro de lo no debido”, “Inexistencia de la obligación”, “Mala fe y temeridad”, “Prescripción” y “Compensación”.
En sentencia de 9 de octubre de 2018, el juez de primer grado luego de analizar las pruebas aportadas al plenario, determinó que entre las partes existió una relación laboral configurada a través de 15 contratos de trabajo a término fijo que tuvieron lugar cada anualidad a partir del año 1996 hasta el 2014, con fecha de inicio 10 de enero a 10 de diciembre y para el año 2015 de 10 de enero a 31 de enero de 2015.  Como consecuencia condenó a Comfamiliar Risaralda al pago de prestaciones sociales y vacaciones causadas entre el 31 de agosto de 2014 y el 31 de agosto de 2015 la suma global de $2.263.601; a la sanción moratoria a razón de la suma diaria de $21.478 a partir del 1° de septiembre de 2015 y hasta que se verifique el pago total de la obligación y las cotizaciones al sistema general de pensiones, previo cálculo actuarial que efectúe la administradora pensional a la que se encuentre afiliada la señora ANA YOLANDA HERRERA IBARRA. La excepción de prescripción fue declarada parcialmente probada respecto a los derechos laborales causados con anterioridad al 31 de agosto de 2014.
Inconforme con la decisión, las partes la recurrieron así:
La actora señaló que, en virtud al principio de la primacía de la realidad el verdadero contrato que unió a las partes entre el 10 de enero de 1996 y el 31 de agosto de 2015, fue a término indefinido, debiéndose entender que el periodo que estuvo cesante corresponde a las vacaciones, derecho de carácter irrenunciable.

Afirma que la declaratoria de la existencia de varios contratos a término fijo entre 1996 y 2015, vulnera su posibilidad directa de una pensión, agravando las condiciones actuales de la demandante, pues es una persona de 87 años que en la actualidad depende de la caridad familiar para sobrevivir, ya que no está en condiciones de seguir laborando.
La parte demandada a su turno expresó que la relación que se dio entre las partes hasta el año 1996 y con posterioridad a esta anualidad, fue diferente en tanto que se pudo demostrar en el plenario que lo que se presentó fue la continuidad de los programas de capacitación brindados por Comfamiliar, más no la continuidad de las personas que los desarrollaban, de allí que se pregone que si la actora prestó sus servicios por un largo periodo fue debido a la acogida que tuvo en los  usuarios los cursos de formación en competencias laborales que brinda la entidad.

Señala que la accionante era consciente de la labor que desarrollaba  y la forma en que se ejecutaba cada uno de los contratos, lo que sugiere que en efecto se estaba ante una prestación de servicios de manera independiente, pues no de otra manera se entiende que solo hasta ahora reclame que se presentó una situación diversa.
Precisa también que los dichos de la actora fueron desvirtuados por sus compañeras de labores, en tanto señalaron, no que les era prohibido prestar los servicios en otra entidad, sino que consideraban que no estaba bien, además que indicaron que Comfamiliar no intervenía de ningún modo en la forma en la que desarrollaban sus clases.  
Resalta también que el que existiera un horario establecido, esto no reafirma la existencia de un contrato de trabajo, al igual que el hecho de que no pudiera faltar a dictar su clase, porque lo único que exigía la entidad era informar a los alumnos que no se iba a dictar la clase, quedando en la actora la facultad de presentarse o no a capacitar al grupo asignado, así como en la libertad de reprogramar la sesión, previa coordinación de los espacios asignados por la entidad, lo cual no puede entenderse como sinónimo de subordinación, pues de lo que se trata es de la disponibilidad de los escenarios, ya que los salones estaban asignados para diferentes cursos, áreas e instructores.
Insiste en que, según la declaración del señor José Fernando Henao, no se controlaba el contenido de las clases, ni si estaba cumpliendo con el programa, pues en eso la actora era autónoma.
En este estado se corre traslado a las partes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURÍDICO:

¿Existió entre la señora Ana Yolanda Herrera Ibarra y la Caja de Compensación Familiar de Risaralda un contrato de trabajo entre los extremos señalados en la demanda?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
LA SUBORDINACIÓN JURÍDICA QUE IDENTIFICA EL CONTRATO DE TRABAJO
Desarrollada en el literal b) del artículo 23 del C.S.T. como la facultad que durante toda la vigencia de la relación, tiene el empleador para exigir al trabajador el cumplimiento de órdenes, en cualquier momento, en cuanto al modo, tiempo o cantidad de trabajo, e imponerle reglamentos; la existencia de la subordinación jurídica, propia del contrato de trabajo puede y debe determinarse, en cada caso concreto, resolviendo, entre otros, interrogantes tales como:

a. ¿Está obligado el contratista a acatar en todo momento las órdenes del contratante?

b. ¿Es el contratante quien determina el modo en que debe cumplir la labor el contratista?

c. ¿De manera unilateral el contratante determina las jornadas en que debe cumplirse el objeto del contrato?

d. ¿Puede el contratante exigir una determinada productividad por parte del contratista?

e. ¿El contratista está en obligación de acatar los reglamentos que diseñe el contratante?

f. ¿Tiene el contratante potestad disciplinaria que le permita imponer sanciones al contratista?

El análisis en conjunto de éstos o similares cuestionamientos permitirá evidenciar el mayor o menor grado de autonomía de que disponga el prestador del servicio personal para desarrollar la labor y con ello la existencia o inexistencia del vínculo laboral.

EL CASO CONCRETO

Sostiene la señora Ana Yolanda Herrera Ibarra que prestó sus servicios a favor de la Caja de Compensación Familiar de Risaralda desde el 31 de enero de 1996 hasta el 31 de agosto de 2015, los cuales considera prestados bajo los presupuestos de un contrato de trabajo.
Por su parte, la entidad accionada al dar respuesta a la demanda, acepta que la señora Herrera Ibarra prestó sus servicios como capacitadora en la Caja de Compensación Familiar de Risaralda, pero en su defensa precisó que los mismos estuvieron regidos por contratos de prestación de servicios, es decir, que estaban desprovistos de la continuada dependencia y subordinación propia de los contratos de trabajo e igualmente sostuvo que esos servicios tenían una duración igual al término que duraba la respectiva capacitación, aclarando que según sus propios registros, los servicios fueron prestados en esa forma desde el año 2007.
Con el fin de dar luces frente a esos aspectos, la señora Herrera Ibarra solicitó que fueran escuchados los testimonios de Rosalba Vargas, María Dilia Giraldo y Martha Elena Rios. Por su parte Comfamiliar Risaralda pidió que se oyera la declaración de José Fernando Henao López.
La señora Rosalba Vargas, Coordinadora de Programas de la entidad accionada entre los años 1992 y 2012, informó que la entidad en su programa social ha venido ofreciendo desde hace mucho tiempo programas de capacitación a sus afiliados y al público en general; que de acuerdo con esa oferta y con el número de personas que se inscribieran y pagaran el curso, se habilitaban unos horarios para llevarlos a cabo; indicó que esos cursos tenían una duración de nueve semanas y que durante el año calendario eran fijados entre el 10 de enero y el 15 de diciembre; que después de finalizados los cursos realizaban nuevamente el proceso de oferta, inscripción e inicio de los cursos; explicó que había horarios de cursos todos los días, en la mañana, en la tarde y en la noche, pero que solo tenían que dictar los que a cada una de ellas le correspondía; señaló que a pesar de que no se intervenía en las clases, había unas directrices y objetivos generales que ellas debían cumplir con el fin de que se cumpliera con la finalidad  de la capacitación; la remuneración consistía en cancelarles el número de horas que dictaban en cada curso; dijo que con base en unas encuestas se medía la satisfacción que había dejado el curso en sus alumnos y de acuerdo a ello se hacían correcciones al programa que eran informados a las capacitadoras.
Afirmó que la demandante como docente, instructora o capacitadora debía cumplir el horario asignado, el cual era controlado en la entrada y la salida, así mismo debía acatar el programa, el cual era planeado clase por clase para ser impartidos a los alumnos en las instalaciones proporcionadas por Comfamiliar y con los insumos suministrados por la entidad, siendo incluso valoradas por los alumnos y por ella como coordinadora del programa con base en el sistema de gestión; refirió además que la entidad les exigía fidelidad, es decir que no podían dar cursos en otra parte, pues era factible que no se les contratara más y que cuando no podía llegar a clase, esta se reprogramada para otra fecha, no existiendo la posibilidad de enviar un remplazo.
Refirió también que del periodo en que Herrera Ibarra laboró a través de contratos a término fijo al que desarrolló a través de contratos de prestación de servicios no hubo ninguna diferencia, la dinámica fue la misma, es decir las condiciones no cambiaron de ningún modo.

Frente a las directrices de la empresa, señala que le eran impartidas por la entidad, señalándosele cuando debía brindar el curso en otros lugares e incluso otros municipios, sin tener oportunidad de negarse a prestar el servicio.  

Finalmente señaló que como coordinadora tenía la facultada de llamar la atención e impartir directrices a las instructoras, solo que esa situación no se dio porque éstas eran de tal nivel y muy bien calificadas, que nunca hizo uso de correctivos establecidos.
Las señoras Maria Dilia Giraldo Morales y Martha Elena Rios, capacitadoras en los programas sociales de Comfamiliar Risaralda, sostuvieron que los cursos eran programados por esa entidad anualmente entre el 10 de enero y mediados de diciembre; que cada curso tenía una duración de nueve semanas y que al terminar este,  empezaba otro, llegando a tener simultáneamente tres cursos en diferentes oficios o artes; que el pago correspondía al valor de la hora fijada por la entidad por el número de horas laboradas; que el horario era establecido por la entidad, el cual debía ser coordinado con la disponibilidad de las instalaciones, de modo que no se cruzan los diferentes cursos dados por una misma capacitadora. Sostienen que no se presentó la situación que faltaran a dar la capacitación y que si ocurrió en alguna oportunidad se reponía la clase, cuadrando horarios y coordinando con las alumnas y con Comfamiliar la facilitación de las instalaciones.  La señora María Dilia Giraldo Morales en especial señaló que ella llegó a ser reemplazada en dos oportunidades por doña Ana Rosa, debido a una enfermedad que finalmente produjo su retiro de la institución, pero que nunca se dio en el caso contrario, es decir que tuviera reemplazar a la demandante.
Sostuvieron finalmente que no les estaba permitido prestar el servicio para otras entidades,  directriz que acataban, no sólo porque era impartida por la entidad, sino también porque sentían un gran respeto por la misma y por el trabajo que venían desarrollando por años.  Refieren que la coordinadora podía llamarles la atención, pero que su labor fue tan buena durante años, que no tuvieron conocimiento que ello presentara; que las citaban a reuniones mensuales a las cuales debían asistir y en donde se trataban temas relacionados con las cursos y capacitaciones o problemas e inconvenientes que presentaba el modulo.
Refirieron que la señora Ana Rosa estaba muy bien capacitada para dar los cursos que ofertaba Comfamiliar cada ciclo, era cumplidora de su horario y no tuvo conocimiento que recibiera llamados de atención, ni que faltara a dictar sus clases.  
El señor José Fernando Henao López, quien recibió la Coordinación de Programas de la señora Rosalba Vargas en el año 2012, sostuvo que esos programas de capacitación eran orientados por las capacitadoras, que previa propuesta hecha por cada una de ellas, eran vinculadas para esos efectos, siendo enfático en que la duración del contrato equivalía al tiempo que durara el curso, que por lo general era de dos a tres meses; dijo que las capacitadoras en la propuesta definían cuales eran los horarios en los que tenían disponibilidad y en esa medida eran definidos los espacios en los que dictaban sus cursos; expresó que esos cursos no eran continuos, es decir, uno tras otro, sino que había una interrupción mientras se iniciaba el siguiente y que no necesariamente se iniciaban de nuevo porque había oportunidades que no eran autosuficientes, es decir, no se presentaba el número de personas requeridas; aseveró que las capacitadoras dictaban su clase y no eran requeridas para ninguna otra actividad de Comfamiliar Risaralda; que la remuneración obedecía al número de horas dictadas y que tenían libertad de cátedra en la que no tenía ninguna injerencia.
En lo que sí coincidieron todos los testigos fue en que a pesar del cambio de vinculación que hizo Comfamiliar a sus facilitadores, la dinámica de la relación entre ellos no cambio para nada, pues se mantenía la misma metodología y forma de trabajo solo que ahora, eran remuneradas por horas y ya no tenía derecho al pago de las prestaciones y acreencias propias del contrato de trabajo.

Así las cosas, al analizar los testimonios arrimados al proceso se tienen que la actora prestó sus servicios inicialmente como trabajadora y posteriormente como contratista de Comfamiliar, sin que mediara justificación para dicho cambio, más que el interés de la entidad de rebajar los costos de que implicaban mantener su objeto misional, a costa de los derechos de sus trabajadores.
En efecto, luego de escuchar los testimonios de quien fue su jefe inmediata y sus compañeras de labores se pudo establecer que la demandante durante el tiempo que prestó sus servicios a Comfamiliar siempre estuvo sometida al horario de trabajo que le fue impuesto por la entidad, a la revisión, aprobación y evaluación de su programa de trabajo, a directrices impartidas por su superior jerárquica, al control de asistencia y  la prestación exclusiva de sus servicios, sin la posibilidad de impartir en otra institución los amplios conocimientos que poseía en el arte de la confección.

Ahora, el hecho de que debido a que el esquema de trabajo siempre fue el mismo en atención a que resulta efectivo, en tanto se cumplía con un propósito, no es significativo de que fueran las instructoras y en el caso particular de la señora Ana Yolanda, quien ofertara sus servicios y determinara el horario en el que podía prestarlos como lo afirmó el señor Henao López, porque es un hecho cierto que lo horarios eran establecidos por la empresa, de acuerdo con la disponibilidad de los salones, los cursos ofertados y número de cursos a cargo de una misma instructora, por lo que no resulta acertado indicar que era autónomas en ese sentido.

Tampoco se puede concluir que tenía total libertad en la instrucción de la clase, porque aunque Comfamiliar se empeñó en señalar que el conocimiento técnico en el arte u oficio desempeñado por la demandante fue la razón de su contratación y que en tal virtud no tenía ningún control al momento de dictar los módulos,  es claro que existían parámetros fijos para los programas, objetivos, seguimientos personalizados y evaluaciones, pues así lo corroboró la coordinadora y  jefe inmediata de la actora durante el periodo 1992-2012.  Que quien recibiera el cargo después de esa fecha no ejerció dicho control, no es significativo de que no debía realizarse, pues quedó claro que la señora Rosaba Vargas, que tenía conocimientos respecto a cada uno de los cursos que se impartían en la institución, en el área en la que se desempeñó la demandante –confección-,  verificaba el cumplimiento de las metas propuestas en cada clase. Recuérdese que el señor José Fernando Henao López, en el momento en que fueron tomados los generales de ley afirmó ser licenciado en matemática y física.
También es claro que durante el tiempo que la actora trabajó para la accionada, no prestó los servicios a otra institución, si bien los argumentos que las compañeras de labores adujeron para indicar que no lo hicieron, era porque no estaba bien, que lo veían como competencia desleal para la entidad y además porque sentían un profundo aprecio por ésta, lo cierto es que la Coordinadora de los programas, fue enfática en señalar que debían prestar el servicio con exclusividad a la entidad y que las consecuencias de un obrar contrario era que no las volvían a contratar; sin embargo no tuvo conocimiento de la imposición de tal sanción, porque nunca se presentó la situación.

Finalmente, el hecho de que no pudieran optar por un remplazo que la supliera en sus clases, afianza la subordinación a la que estaba sometida la demandante, pues quedó claro que debía reponer la misma, pero no tenía la libertad de reprogramarla a su arbitrio, sino que debía esperar la orden de la entidad, para tal fin.

En conclusión, acertada estuvo la decisión de primer grado, en tanto desentrañó de los hechos y pruebas analizadas una verdadera relación laboral entre la señora Ana Yolanda Herrera Ibarra y Comfamiliar Risaralda.  Respecto al periodo en que se desarrolló el contrato de trabajo cabe indicar que, tal como lo señaló el  a quo, del año 1996 a 2015, existieron lapsos en los que no se prestó el servicio, pues las testigos fueron unánimes en afirmar que éste se prestaba desde mediados de enero a mediados de diciembre de cada año, lo que indica que había una interrupción de un mes que no se puede entender como lo quiere la demandante en su recurso, como periodo vacacional, pues supera el número de días previsto en el artículo 186 del Código Sustantivo del Trabajo.

A más de lo anterior, en virtud al principio de la primacía de la realidad, es claro que el servicio no se prestó durante el año completo y, entendiendo que no varió de modo alguno la mecánica en que venía desarrollándose la relación laboral entre las partes, antes de mutar la forma de contratación, debe concluirse entonces que tampoco lo hizo la forma en que venía presentándose la misma, es decir a través de contratos a término fijo desarrollados entre el 10 de enero y 10 de diciembre de cada anualidad.
Finalmente, en lo que respecta a la buena fe a la que apela Comfamiliar para ser exonerada de la sanción moratoria, soportada en el hecho de que por casi dos décadas el conformismo de la demandante legitimó su actuación, es del caso precisar que el que la demandante prestara su servicio sin ningún reparo o reproche no justifica el hecho de que, sin que mediara razón objetiva, modificara la forma de contratar a las instructoras, cuando ningún cambio estructural se presentó en la forma de ofertar y ofrecer los cursos y programas a los afiliados y beneficiarios de la Caja de Compensación Familiar.   Lo anterior sugiere que el único fin de la entidad era minimizar los costos operacionales sacrificando los derechos de los trabajadores, sin tener consecuencias ni ningún tipo, pues las capacitadoras siguieron prestando un servicio de excelente calidad, así lo reconoce la entidad y quien fungiera como jefe inmediata de la actora.  Es más tampoco se demostró que el cambio de contratación, reduciendo los ingreso de la demandante, quien a partir del año 1996 cobraría por horas laboradas, se viera reflejado en beneficio de los afiliados a la Caja de Compensación Familiar y sus beneficiarios, respecto al monto que estos debían asumir al inscribirse en cualquiera de los programas ofertados por la institución.
En cuanto a la condena impuesta por el pago de aportes pensionales si bien era obligación de la entidad verificar a la suscripción de cada contrato de prestación de servicios con la señora Ana Yolanda Herrera Ibarra que ésta estuviera cumpliendo con los pagos a seguridad social, tal omisión en este caso opera en contra de la entidad, pues si se hubiera ocupado de tal carga, hoy sólo le correspondería reembolsar a la demandante el pago de los aportes, mientras que la ausencia total de cotizaciones en ese periodo implica para la entidad el pago de sanciones y/o intereses por mora, sumas que está obligado a cancelar como consecuencia de la declaratoria de la existencia de los varios contratos de trabajo a término fijo pactados entre las partes.
En el anterior orden de ideas, adecuada fue la decisión adoptada por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, motivo por el que será confirmada en su integridad.

Sin costas en esta instancia.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el día 9 de octubre de 2019.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
        ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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